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REPÚBLICA DE COLOMBIA 

 
JUZGADO TREINTA Y CINCO (35) ADMINISTRATIVO 

DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ 
- SECCIÓN TERCERA - 

 
 

Bogotá D.C., veinticuatro (24) de agosto de dos mil veinte (2020) 
 

Radicado 11001 3336 035 2020 00118 00 

Medio de Control Reparación Directa 

Accionante Adalberto Julio García Marcelo y otros 

Accionado Nación – Ministerio de Defensa – Ejército Nacional 

 
 

RECHAZA DEMANDA 
 
Encontrándose la presente demanda para resolver sobre su admisión, procede el 
Despacho a disponer su rechazo por caducidad. 
 

ANTECEDENTES 
 
Entre los hechos que fundamentan la demanda se indicó que el señor Adalberto Julio 
García Marcelo, cuando se encontraba prestando el servicio militar obligatorio como 
Soldado Regular adscrito al Batallón de Infantería Aerotransportado No. 31 Rifles, del 
municipio de Caucasia (Antioquia), contrajo enfermedad de Leishmaniasis cutánea, por lo 
cual debió ser sometido a tratamiento médico para el control de la misma, con 67 
ampollas de Glucantime, dejando como secuelas cicatrices, hipersensibilidad, complejos, 
deformidad, y una disminución de la capacidad laboral del 10.50%, según Acta de Junta 
Médica Laboral Nro. 101739, la cual le fue practicada el 18 de junio de 2018. 
 
El señor Adalberto Julio García Marcelo fue desacuartelado el 4 de noviembre de 2017 por 
término del servicio militar, y de acuerdo a prescripción médica fue valorado con 
Leishmaniasis1. 
 

CONSIDERACIONES 
 
Para resolver, es necesario examinar el término de caducidad del medio de control de 
Reparación Directa que establece el artículo 164 de la Ley 1437 de 2011, así:  
 

"ARTÍCULO 164. OPORTUNIDAD PARA PRESENTAR LA DEMANDA. La demanda deberá ser 
presentada: 
 
(…) 
 
2. En los siguientes términos, so pena de que opere la caducidad: i) Cuando se pretenda ta 
reparación directa, la demanda deberá presentarse dentro del término de dos (2) años, 
contados a partir del día siguiente al de la ocurrencia de la acción u omisión causante del 
daño, o de cuando el demandante tuvo o debió tener conocimiento del mismo si fue en 
fecha posterior y siempre que pruebe la imposibilidad de haberlo conocido en la fecha de 
su ocurrencia. 
 
Sin embargo, el término para formular la pretensión de reparación directa derivada del 
delito de desaparición forzada, se contará a partir de la fecha en que aparezca la víctima o 
en su defecto desde la ejecutoria del fallo definitivo adoptado en el proceso penal, sin 
perjuicio de que la demanda con tai pretensión pueda intentarse desde el momento en que 
ocurrieron los hechos" 

 

                                                           
1 Según constancia expedida el 13 de enero de 2020 por el Sargento Viceprimero Pablo Morales Tapasco – Administrador 
Talento Humano BIRIF – Batallón de Infantería Aerotransportado No. 31 “RIFLES” 
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En cuanto a las causales de rechazo de la demanda, el artículo 169 del Código de 
Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, señala: 
 

"ARTÍCULO 169. Rechazo de la demanda. Se rechazará la demanda y se ordenará la 
devolución de los anexos en los siguientes casos:  
 
1. Cuando hubiere operado la caducidad….” 

 
De manera que quien pretenda la reparación directa de un daño antijurídico deberá 
presentar la demanda dentro del término de 2 años contados a partir del día siguiente de 
la ocurrencia de la acción u omisión causante del daño o en su defecto, cuando el 
demandante tuvo o debió tener conocimiento del mismo, so pena que opere el fenómeno 
jurídico de la caducidad. 
 
El H. Consejo de Estado el 29 de noviembre de 2018 - Sección Tercera en Sala Plena2 en 
senteica de unificación de jurisprudencia sobre el tema y tomando como cita sus propias 
providencias y lo establecido en la Ley 1437 de 2011, en relación con el momento a partir 
del cual debe iniciarse el cómputo de la caducidad para el caso de lesiones personales, 
determinó que debe ser contabilizado desde el momento mismo en que ocurrió la lesión 
física y no desde que la Junta Médica Laboral establece las consecuencias negativas o la 
magnitud de la misma en la esfera laboral de la víctima. 
 
Veamos lo que dice la referida Corporación: 

 
(…) “Reiteración jurisprudencial 
 
Para la Sala, respecto de los hechos que generan efectos perjudiciales inmediatos e 
inmodificables en la integridad psicofísica de las personas, aquellos cuyas consecuencias 
se vislumbran al instante, con rapidez, y dejan secuelas permanentes, la contabilización 
del término de caducidad se inicia desde el día siguiente al acaecimiento del hecho, al 
tenor del numeral 8 del artículo 136 del Código Contencioso Administrativo y el literal i 
del artículo 164 de la Ley 1437 de 2011. 
 
Por el contrario, al tratarse de casos relacionados con lesiones personales cuya existencia 
sólo se conoce de forma certera y concreta con el discurrir del tiempo y con posterioridad 
al hecho generador, se hace necesario reiterar la jurisprudencia mayoritaria de esta Sala 
que indica que, según cada caso, será el juez quien defina si contabiliza la caducidad desde 
el momento de la ocurrencia del daño o desde cuando el interesado tuvo conocimiento del 
mismo; es decir, que impone unas consideraciones especiales que deberán ser tenidas en 
cuenta por el instructor del caso. 
 
Postura que guarda relación con la del legislador al redactar el literal i del artículo 164 de 
la Ley 1437 de 2011, al señalar que el parámetro a seguir para el inicio del cómputo del 
término de caducidad es el momento en el que “el demandante tuvo o debió tener 
conocimiento del mismo [del daño] si fue en fecha posterior y siempre que pruebe la 
imposibilidad de haberlo conocido en la fecha de su ocurrencia”. 
 
Lo anterior, por cuanto el juez puede encontrarse con diversos escenarios, a saber:  
 
i) ocurrido el hecho dañoso, inmediatamente se conoce del daño, esto porque es evidente, 
es decir, el hecho y el conocimiento del daño son concomitantes, y desde allí se debe 
contar el término de caducidad;  
 
ii) cuando se causa el daño, pero no se tiene conocimiento sobre ello, en este caso el 
término se cuenta desde que se conoce el daño.  
 
La Sala reitera, además, que es una carga de la parte demandante demostrar cuándo 
conoció el daño, y, si es pertinente, la imposibilidad de haberlo conocido en el momento de 
su causación, por lo que juez debe estudiar lo ocurrido en cada caso y determinar la fecha 
en la cual comenzó a correr el término para demandar. 
 
En estas condiciones, la fecha de conocimiento sobre la magnitud del daño, a través de la 
notificación del dictamen proferido por una Junta de Calificación de Invalidez no puede 
constituirse, en ningún caso, como parámetro para contabilizar el término de caducidad, 
por cuanto: 
 
El dictamen proferido por una junta de calificación de invalidez no comporta un diagnóstico 
de la enfermedad o de la lesión padecida por una persona, pues la junta se limita a 
calificar una situación preexistente con base en las pruebas aportadas, entre las cuales se 
destaca la historia clínica del interesado; además, la junta puede ordenar la práctica de 

                                                           
2 Sentencia Sala Plena Sección Tercera. Radicado 47308 C.P Marta Nubia Velázquez Enríquez. 
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exámenes complementarios para determinar aspectos necesarios que inciden en la 
valoración de cada caso concreto3. 
 
Su función es la de calificar la pérdida de capacidad laboral, el estado de invalidez y 
determinar su origen, es decir, establecer la magnitud de una lesión respecto de la cual el 
afectado directo tiene conocimiento previo, en función de la capacidad laboral de la 
víctima, por tanto, no constituye criterio que determine el conocimiento del daño, elemento 
que importa para el cómputo del término de la caducidad, pues se resalta que debe 
diferenciarse el daño de su magnitud, porque la caducidad tiene relación y punto de 
partida con el conocimiento del primero. 
 
Al hacerse depender el cómputo del término de caducidad de la notificación del dictamen 
practicado por la junta de calificación de invalidez, se dejaría en manos de la víctima 
directa del daño la facultad de decidir el momento a partir del cual inicia el conteo, pues 
podría diferir en el tiempo su notificación o, incluso, no realizar el trámite para la 
calificación de la pérdida de capacidad laboral, lo que dejaría en el limbo la fecha de inicio 
del conteo. 
 
Adicionalmente, la calificación de invalidez no constituye un requisito de procedibilidad 
para demandar y, por ello, el afectado puede acudir ante la jurisdicción de lo contencioso 
administrativo en sede de reparación directa, aunque no se le hubiere valorado la 
magnitud de la lesión, por cuanto la exigencia de tal requisito para el cómputo de la 
caducidad implicaría la creación de un requerimiento que la ley no contempla. En este 
tema no existe tarifa probatoria y el demandante bien puede aportar o solicitar las pruebas 
periciales que estime pertinentes para probar el grado de afectación en el transcurso del 
proceso.  
 
Además, si el juez encuentra probado el daño, en este caso, la lesión, pero no su 
magnitud, bien puede imponer condena en abstracto para que, en incidente posterior, se 
determine el grado de afectación, de ahí que no existe razón para contar el término de 
caducidad a partir de la valoración o notificación del dictamen realizado por parte de la 
junta. 
 
Se reitera entonces que el cómputo de la caducidad en los casos de lesiones lo determina 
el conocimiento del daño, pero este puede variar cuando, por ejemplo, el mismo día del 
suceso no existe certeza del mismo, no se sabe en qué consiste la lesión o esta se 
manifiesta o se determina después del accidente sufrido por el afectado. En todo caso, la 
parte deberá acreditar los motivos por los cuales le fue imposible conocer el daño en la 
fecha de su ocurrencia. 
 
Los términos de caducidad no pueden interpretarse como una forma de negar el acceso a 
la administración de justicia, precisamente porque la limitación del plazo para instaurar la 
demanda -y es algo en lo que se debe insistir– está sustentada en el principio de seguridad 
jurídica y crea una carga proporcionada sobre los ciudadanos para que participen en el 
control de actos que vulneran el ordenamiento jurídico o de hechos, omisiones u 
operaciones administrativas que les causen daños antijurídicos.” (Resaltado fuera del texto 
original) 

 
Descendiendo al caso bajo examen, se tiene que la parte demandante formuló sus 
pretensiones como consecuencia del hecho generador del daño que tuvo origen en el 
periodo de conscripción que finalizó el 4 de noviembre de 2017. En ese periodo, el señor 
Adalberto Julio García Marcelo contrajo enfermedad de Leishmaniasis cutánea, por lo que le 
diagnosticaron cicatrices, hipersensibilidad, deformidad. En consecuencia, el término para 
presentar la demanda venció el 5 de noviembre de 2019, y como la solicitud de 
conciliación prejudicial fue radicada el 4 de junio de 2020, en ese momento ya había 
operado la caducidad. 
 
En efecto, el daño antijurídico alegado son las lesiones sufridas por el señor Adalberto Julio 
García Marcelo mientras prestaba el servicio militar obligatorio, el cual finalizó el 4 de 
noviembre de 2017. Así pues, atendiendo a la jurisprudencia citada, es desde esa fecha 
que se debe computar el término de caducidad, y no a partir del Acta de Junta Médico 
Laboral (18 de junio de 2018), pues ésta lo que permite es determinar el porcentaje de 
disminución de la capacidad laboral para establecer la liquidación de perjuicios, es decir, la 
dimensión económica del daño. 
 
En consecuencia, como se encuentra demostrado dentro del proceso que ha operado el 
fenómeno de la caducidad de la acción, se dispondrá el rechazo de la demanda. 
 

                                                           
3www.fondoriesgoslaborales.gov.co/documents/publicaciones/manuales/VP%20MANUAL%20DE%20PROCEDIMIENTOS
%20ADMINISTRATIVOS%20JCI.pdf consultado el 1 de noviembre de 2018 a las 3:26 pm. 

http://www.fondoriesgoslaborales.gov.co/documents/publicaciones/manuales/VP%20MANUAL%20DE%20PROCEDIMIENTOS%20ADMINISTRATIVOS%20JCI.pdf
http://www.fondoriesgoslaborales.gov.co/documents/publicaciones/manuales/VP%20MANUAL%20DE%20PROCEDIMIENTOS%20ADMINISTRATIVOS%20JCI.pdf
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En mérito de lo expuesto, el Juzgado Treinta y Cinco (35) Administrativo De 
Bogotá,  
 

RESUELVE 
 
PRIMERO: RECHÁZASE la demanda presentada por el señor Adalberto Julio García 
Marcelo y otros contra la Nación – Ministerio de Defensa – Ejército Nacional, por las 
razones expuestas en la parte motiva de este proveído. 
 
SEGUNDO: Ejecutoriada la presente providencia ARCHÍVESE la actuación. 
 

 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 
 
 
 
 
 

jzf 

JUZGADO TREINTA Y CINCO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO DE 
BOGOTÁ, D.C. ESTADO DEL 25 DE AGOSTO DE 2020. 
LA SECRETARIA _________________________________ 

 


